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Resumen:  El trabajo se inscribe en una línea de investigación que pone el foco en las políticas públicas que facili-
taron u obstaculizaron el desarrollo del cooperativismo. En particular, se analizan las políticas públicas para el coo-
perativismo de trabajo en Uruguay. Se propone una periodización a partir de la evolución del marco legal y de la 
evolución de la institucionalidad de promoción y de control de estas cooperativas. En paralelo se analiza la inciden-
cia del movimiento cooperativo en el desarrollo de la política pública. 

La metodología se basa en un estudio histórico narrativo que describe y explica las reglas institucionales que 
limitaron o ampliaron la capacidad del Estado uruguayo para desplegar las políticas públicas hacia las cooperativas 
de trabajo. Se tomaron diversas fuentes de información: debate legislativo, legislación y decretos reglamentarios. 
También se recurrió al análisis de documentos y prensa y se realizaron entrevistas a informantes calificados. 

Se proponen, analizan y fundamentan, seis grandes etapas para las políticas públicas para las cooperativas de 
trabajo desde los orígenes a la actualidad. Además, se concluye que las políticas públicas tuvieron problemas para 
reconocer la especificidad de las cooperativas de trabajo hasta la creación del INACOOP y su particular figura insti-
tucional. Finalmente, se observa que los avances producidos en las políticas públicas se relacionan con la moviliza-
ción del movimiento cooperativo. 
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Abstract:  This paper is part of a line of research that focuses on public policies that facilitated or hindered the de-
velopment of cooperativism. In particular, public policies for work cooperatives in Uruguay are analyzed. A periodi-
zation is proposed based on the evolution of the legal framework and the evolution of the institutional framework 
for the promotion and control of these cooperatives. In parallel, the incidence of the cooperative movement in the 
development of public policy is analyzed.

The methodology is based on a narrative historical study that describes and explains the institutional rules that 
limited or expanded the capacity of the Uruguayan State to deploy public policies towards worker cooperatives. 
Various sources of information were taken: legislative debate, legislation and regulatory decrees. Analysis of docu-
ments and the press was also used, and interviews were conducted with qualified informants.

Six major stages for public policies for work cooperatives from the origins to the present are proposed, ana-
lyzed and substantiated. In addition, it is concluded that public policies had problems to recognize the specificity of 
work cooperatives until the creation of INACOOP and its particular institutional figure. Finally, it is observed that 
the advances produced in public policies are related to the mobilization of the cooperative movement.
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1.  Introducción

El presente trabajo se inscribe en una línea de investigación que pone 
el foco en las políticas públicas que facilitaron u obstaculizaron el de-
sarrollo del cooperativismo. En este caso, el artículo  tiene como obje-
tivo analizar las políticas públicas para el cooperativismo de trabajo. Se 
propone una periodización de las políticas públicas para las cooperativas 
de trabajo en el Uruguay a partir de la evolución del marco legal como 
emergente y definidor de las reglas de juego y de la evolución de la ins-
titucionalidad de promoción y de control de estas cooperativas. A través 
de esta propuesta de periodización, se muestra que, hasta la aprobación 
de la Ley  18.407 y la creación del Instituto Nacional del Cooperati-
vismo (INACOOP), a las políticas públicas le costó reconocer la especi-
ficidad del cooperativismo de trabajo, tanto en lo que refiere al estatuto 
del trabajo cooperativo como a las particularidades de este tipo de em-
presa. Esta situación se reflejó en políticas que asimilaban al trabajo del 
grupo de integrantes de la cooperativa a trabajadores asalariados y a las 
cooperativas las equiparaba a micro, pequeñas o medianas empresas (MI-
PYMES). 

De acuerdo a Faedo (2004) las cooperativas de producción o trabajo 
asociado son aquellas que tienen las siguientes características: i)  la necesi-
dad central que se satisface es la ocupación y el trabajo, creado por y para 
sus integrantes, ii) el compromiso del asociado es absoluto e intransferible 
por su participación personal y directa, iii) la organización de la empresa es 
conjunta, iv) se da en cualquier sector de actividad, y v) existe una relación 
societaria entre los cooperarios. 

A su vez, se define a las políticas públicas como «el estudio de la acción 
de los poderes públicos en el seno de la sociedad» (Meny y Thoenig, 1992, 
p. 7). Se parte de una definición amplia de políticas públicas como cual-
quier acción realizada desde el Estado, a través de sus instituciones (Va-
ras, 1997), para influir sobre «un problema que en determinado momento 
los ciudadanos o el propio gobierno consideran una prioridad» (Tamayo 
Sáenz, 1997, p. 281). 

En los últimos tiempos se encuentra un papel cada vez más activo 
del Estado en las políticas públicas para las cooperativas. Seguramente, 
haya influido en esto la aprobación en junio de 2002 de la Recomenda-
ción 193, por parte de la Asamblea de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT). La aprobación llegó luego de un extenso trabajo de ela-
boración de documentos de apoyo y de múltiples consultas, previo a su 
tratamiento en las Conferencias Internacionales del Trabajo (CIT) de 
los  años 2001 y 2002 (Gutiérrez, 2011). Entre otros aspectos, la «Re-
comendación sobre la promoción de las cooperativas» (N.º  193) plan-
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tea cuál debe ser el papel de los gobiernos en su promoción. Al respecto 
señala que los gobiernos deben: i) crear un marco jurídico adecuado a la 
naturaleza cooperativa, ii) generar condiciones no menos favorables que 
las reconocidas a otras empresas y medidas de apoyo cuando procedan, 
iii) también se refiere a la necesidad de promover la educación coopera-
tiva y facilitar el acceso al financiamiento, y iv) establece que los gobier-
nos deben alentar desarrollo de las cooperativas como empresas autó-
nomas y autogestionadas. Las recomendaciones de la OIT, a diferencia 
de los convenios, no son vinculantes. Sin embargo, las recomendacio-
nes obligan a los estados miembros a seguir algunos pasos: el gobierno es 
obligado a hacer conocer la recomendación entre las autoridades, tam-
bién tiene la obligación de informar a la propia OIT de las acciones em-
prendidas en la puesta en marcha de este tipo de instrumento, y, en ter-
cer lugar, el gobierno debe informar regularmente a la OIT sobre la 
posición legal y las prácticas relativas a los temas explicitados en la reco-
mendación. En este contexto no es de extrañar que se encuentren cada 
vez más ejemplos de políticas públicas para la promoción del cooperati-
vismo y que se reflexione sobre ellas.

Aunque no muchos, tanto en el país como en la región, se pueden en-
contrar cada vez más trabajos preocupados por la acción de los poderes pú-
blicos y su relación con el cooperativismo. Entre los trabajos más relevan-
tes que analizan las políticas públicas para el cooperativismo en la región 
se puede mencionar el estudio sobre las políticas públicas en el MERCO-
SUR, producto de la Reunión Especializada de Cooperativas del MER-
COSUR (RECM) de Cracogna y De Lisio (2007) o el de Guerra Aragone 
(2010) para los países del Cono Sur. En el caso de los trabajos para Uru-
guay, se encuentra un reciente trabajo de Gutiérrez (2023) en el que señala 
que, hasta la aprobación de la Ley 18.407 y la creación del INACOOP, no 
existía una política pública global para el cooperativismo, sino que se tra-
taba de «políticas sectoriales aisladas e intermitentes que incluían a coope-
rativas de alguna rama en particular para solucionar problemas concretos e 
inmediatos» (Gutiérrez, 2023, p. 85).

En la misma línea de investigación que este trabajo se pueden señalar 
diversos antecedentes. En primer lugar, el trabajo de Martí, Soria, y Da-
bezies (2008) donde se analiza un conjunto de programas públicos para el 
fomento del cooperativismo de trabajo en Uruguay. También es intere-
sante señalar el aporte de Isola y Martí (2015) quienes hacen una lectura 
en clave de políticas públicas de los 30 años transcurridos desde la apari-
ción del trabajo de Terra (1985) sobre el proceso y el significado del coo-
perativismo en Uruguay. También en esta misma línea de investigación 
existen algunos trabajos referidos a la evolución histórica del marco nor-
mativo del cooperativismo (Martí, 2011) y un análisis de la tensión entre 
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el fomento y el control en la legislación (Martí, 2022a). Asimismo, tra-
bajos de corte sectorial como el referido al sector agrario (Martí, 2016a). 
Otros trabajos refieren a casos concretos: el sector agrario (Martí, 2016b), 
el transporte en Montevideo (Martí, 2019a), la lechería (Martí, 2020). 
También una visión de largo plazo en la que se comparan las políticas 
públicas para las cooperativas agrarias y las cooperativas de trabajo a par-
tir de una serie de estudios de caso (Martí, 2019b). Finalmente, se pue-
den señalar dos trabajos, uno de corte histórico sobre las políticas públi-
cas y la institucionalidad especializada para las cooperativas (Martí, 2021) 
y otro sobre las políticas públicas a partir del surgimiento del INACOOP 
(Martí, 2022b).

Tal como se puede observar por la profusión de trabajos, el tema se 
considera relevante en la medida que las políticas públicas pueden limitar 
o abrir espacios para el desarrollo del cooperativismo (Terra, 1986). Es por 
ello que en este caso se decide poner el foco en un sector en particular, las 
cooperativas de trabajo, y en una visión de largo plazo que analiza en tér-
minos históricos la evolución de las políticas públicas desde los orígenes 
a la actualidad. Para ello se analiza la evolución del marco legal específico 
para las cooperativas de trabajo, señalando cuáles han sido las herramientas 
de promoción y las de control. Asimismo, se analiza cómo evolucionó la 
institucionalidad específica —tanto de promoción como de supervisión—
para las cooperativas de trabajo, indicando las rupturas y continuidades. 
Finalmente, se intenta mostrar cuál ha sido la influencia de la organización 
de las cooperativas de trabajo en la configuración de las políticas públicas 
para el sector.

La metodología se basa en un estudio histórico narrativo que des-
cribe y explica las reglas institucionales que limitaron o ampliaron la ca-
pacidad del Estado uruguayo para desplegar las políticas públicas hacia 
las cooperativas de trabajo. Para estudiar la evolución de la legislación, se 
analizan los objetivos enunciados para cada una de las leyes sobre coope-
rativas de producción o trabajo, las disposiciones para el fomento y con-
trol de las cooperativas de trabajo asociado. Además de la legislación se 
examinan los decretos reglamentarios y resoluciones complementarias 
del Poder Ejecutivo. Asimismo, se analiza el debate legislativo, el texto 
de las leyes y decretos y las entrevistas a expertos. También se analiza la 
evolución de la institucionalidad especializada, considerando los organis-
mos de promoción y control para el sector cooperativo hasta la creación 
del INACOOP. Se da cuenta de los objetivos con que fueron creados, la 
ubicación institucional en el aparato del Estado y la organización insti-
tucional. Para hacerlo se revisan las leyes, los decretos y las resoluciones 
que los crean, además se analizan documentos y prensa, y se realizan en-
trevistas a informantes calificados. 
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2.  Etapas de las políticas públicas para las cooperativas de trabajo

Para analizar las políticas públicas dirigidas al cooperativismo de tra-
bajo asociado en Uruguay se propone una periodización. Esta periodiza-
ción busca establecer etapas sucesivas en las cuales se encuentran deter-
minadas continuidades y lógicas internas y se separan a partir de rupturas 
fundamentadas en criterios teóricos o hitos que marcan el fin de una etapa 
y el comienzo de la siguiente. A continuación, se proponen, y posterior-
mente se analizan y fundamentan, seis grandes etapas para las políticas pú-
blicas para las cooperativas de trabajo a lo largo de la historia. 

iii.	L a primera etapa abarca desde los orígenes de las cooperativas de 
trabajo hasta 1945. Se analizan los orígenes de las cooperativas de 
trabajo asociado en el siglo xix y cómo son tratadas las cooperativas 
en los antecedentes legislativos, fundamentalmente con la aproba-
ción de la Ley 9.526 (1935) y la Ley 14.008 de Cooperativas agra-
rias limitadas (1941). 

iii.	L a segunda etapa se caracteriza por el reconocimiento legal reac-
tivo, tardío e impreciso (1946-1965). En este período se analiza la 
aprobación de la Ley 10.761 de Sociedades cooperativas (1946) y 
su decreto reglamentario (5/3/1948), haciéndose énfasis en los ins-
trumentos de promoción y de control, así como la institucionali-
dad específica. 

iii.	L a tercera etapa se identifica con el reconocimiento legal específico 
pero defectuoso (1966-1984). Para ello se analiza la aprobación de 
la Ley N.º 13.481 de exoneraciones tributarias (1966) bajo el im-
pulso de la recientemente creada Federación de Cooperativas de 
Producción del Uruguay (FCPU) (1962). 

iv.	 En la cuarta etapa se sostiene que las cooperativas de trabajo fueron 
asimiladas a las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES) 
(1985-2001). El accionar de la Dirección Nacional de Fomento 
Cooperativo (DNFC) (1985-1990) estuvo impregnado por las po-
líticas para las MIPYMES desarrollada en la época. 

iv.	 En la quinta etapa se asiste a las anticipaciones de la Ley General 
de cooperativas (2002-2007). En un contexto de reclamo del mo-
vimiento cooperativo por una ley general de cooperativas y luego 
de la aprobación de la Recomendación 193 de la OIT, el parla-
mento uruguayo aprueba una actualización del marco legal de las 
cooperativas de trabajo para responder a algunos problemas urgen-
tes de política pública: la Ley 17.794 de Cooperativas de produc-
ción o trabajo asociado (2004) y la Ley 17.978 de Cooperativas so-
ciales (2006). 
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vi.	 Por último, la sexta etapa va desde la aprobación de la Ley Gene-
ral de cooperativas al presente (2008-2022). Con la Ley 18.407 se 
produce una armonización del marco normativo y la incorporación 
de nuevas figuras jurídicas, así como la unificación (relativa) de ins-
titucionalidad, lo que permite un rápido crecimiento del número 
de cooperativas de trabajo asociado.

2.1.  De los orígenes al reconocimiento legal (fines del siglo xix a 1945)

Como se mencionó al comienzo, la primera etapa abarca desde los orí-
genes de las cooperativas de trabajo hasta 1945, puesto que recién en 1946 
se produce el reconocimiento legal de este tipo de cooperativas. El análi-
sis de este período está signado por la prescindencia del Estado Uruguayo 
para con este tipo de cooperativas. Las primeras experiencias de coope-
rativas de trabajo datan del siglo  xix. Entre los principales antecedentes, 
se pueden mencionar la Sociedad Cooperativa de Mucamos y Cocineros 
(1877), la Cooperativa de Peluqueros y Barberos: El Arco Iris (1880), y 
Sociedad Cooperativa de Zapateros (1890) (Bertullo et  al., 2004; Decia, 
2012).

En lo referente a los antecedentes legislativos, la primera ley de coope-
rativas es la Ley 9.526 de creación de la Cooperativa Nacional de Produc-
tores de Leche (CONAPROLE) de 1935. Por medio de esta ley, el Estado 
uruguayo creaba una cooperativa de productores para la industrialización 
y comercialización de la leche en la ciudad de Montevideo. El siguiente 
paso en el reconocimiento legal de las cooperativas va a ser la Ley 10.008 
de cooperativas agrarias de 1941. Esta ley es exclusiva para la modalidad 
de cooperativas agrarias y, según su proponente el Senador Domingo Bor-
daberry2 existían «cooperativas serias» y otras que «solamente tienen el 
nombre» y que por eso se hace necesario «crear el medio jurídico que per-
mita amparar y fomentar el desenvolvimiento... del cooperativismo» (Dia-
rio de Sesiones de la Cámara de Senadores - DSCS, 29 de mayo de 1940, 
p. 500). Sin embargo, cuando se discute en la Cámara de Representantes, 
en su intervención el diputado Brena3 cuestionó que se aprobara un pro-

2  Domingo Bordaberry (1889-1952), político del Partido Colorado. Se destacó además 
como dirigente ruralista, fue «… integrante prominente de las directivas de ambas gremiales de 
ganaderos, debiendo destacarse que en 1924 fue a un mismo tiempo presidente de la Asocia-
ción Rural, vocal de la Federación y presidente de la Comisión de Ganadería de la Cámara de 
Diputados» (Caetano, 1993: 40).

3 T omás G. Brena (1900-1988), abogado y político perteneciente al social cristianismo. 
Fue diputado y senador por la Unión Cívica y el Partido Demócrata Cristiano.
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yecto de ley sobre cooperativas agrarias en la ausencia de una ley general 
de cooperativas. El diputado Brena se preguntaba: «¿Qué razón hay ahora 
para que la cámara tenga especial urgencia en dar una ley de cooperativas 
rurales, cuando falta esa ley general que establecería el régimen general de 
las cooperativas, como un estímulo necesario a la organización de las mis-
mas? (Diario de Sesiones de la Cámara de Representantes -DSCR, 24 de 
marzo de 1941, p. 98).

Sin lugar a dudas que este cuestionamiento era más que pertinente, so-
bre todo al considerar que habían pasado casi un siglo desde la experiencia 
de los Equitativos Pioneros de Rochdale y la aprobación anterior de legis-
lación cooperativa en el resto de América Latina, incluyendo a las distintas 
modalidades cooperativas. Las primeras regulaciones cooperativas tuvieron 
lugar en el siglo xix en Argentina y México (Art. 238, cap. VII, del Código 
de Comercio de 1890). A partir de la década de 1920, se acelera la aproba-
ción de una legislación específica: Chile (1925), Argentina (1926), Colom-
bia (1931), Brasil (1932), Ecuador (1937), México (1938), Bolivia (1941), 
Perú (1941) y Venezuela (1942) (Reyes, 2013).

Tomando en cuenta la presencia de las cooperativas de trabajo que junto 
con las de consumo eran las más antiguas, llama la atención el interés por le-
gislar sobre el cooperativismo agrario ignorando otro tipo de cooperativas.

2.2.  El reconocimiento legal reactivo, tardío e impreciso (1946-1965)

La segunda etapa, se caracteriza por el reconocimiento legal de las 
cooperativas de trabajo. Sin embargo, se va a argumentar que se trata de 
un reconocimiento reactivo, tardío e impreciso. En 1946 se aprobó la 
Ley 10.761 de Sociedades cooperativas y dos años más tarde su decreto re-
glamentario (5 de marzo de 1948). 

El proyecto fue presentado por el Poder Ejecutivo en diciembre 
de 1944 cuando se cumplía el primer centenario de Rochdale. En un con-
texto económico marcado por la II Guerra Mundial, el Poder Ejecutivo 
argumentaba que las cooperativas podían constituirse como una forma 
de mejorar el consumo en los sectores populares: «La suba de los alimen-
tos, del vestido, de la casa, obliga al proletariado y al modesto funcionario 
a buscar sus defensas en el régimen cooperativo» (Informe de la Comisión 
de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores, 18 de diciembre 
de 1944, p. 502). Esto muestra que se estaba pensando más en las coope-
rativas de consumidores que en el cooperativismo de producción o trabajo 
asociado. La discusión del proyecto en el Senado se abrió con el Informe 
de la Comisión de Legislación y Códigos a la Cámara de Senadores. Este 
informe enfatizaba en la ausencia de un marco legal para las cooperativas y 
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la necesidad de generar algunas normas esenciales que abarcaran a todas las 
cooperativas, excepto las cooperativas agrarias reguladas por la ley 10.008. 
Entre los aspectos a destacar sobre la Ley 10.761 de Sociedades coopera-
tivas, el primero es que es reactiva, es decir que legisla sobre experiencias 
ya existentes desde décadas atrás. Es así que el Informe de la Comisión de 
Legislación General y Códigos de la Cámara de Representantes, manifes-
taba la «Necesidad de un régimen legal para las sociedades cooperativas, ya 
que su naturaleza y fines no pueden ser comprendidos en los tipos de so-
ciedades previstas en la legislación comercial ni civil del país» (DSCR, 8 de 
agosto de 1946, p. 305).

En segundo lugar, se puede decir que la aprobación es tardía respecto 
de los otros tipos cooperativos. En su aprobación, y a diferencia de la an-
teriores leyes (9.526 y 10.008) que recibieron el respaldo de los sectores 
rurales en el poder, fue fundamental el retorno al gobierno de los sectores 
batllistas4 del Partido Colorado más ligados a los intereses urbanos y el in-
tervencionismo estatal. 

En tercer lugar, en la aprobación de este proyecto tienen directa in-
fluencia la movilización del movimiento cooperativo. Tal como se reco-
noce en el Informe de la Comisión de Constitución, Legislación General y 
Códigos de la Cámara de Representantes: el propuesta presentada se basa 
en el «Proyecto aprobado en diciembre de 1942, por el 2.º Congreso Na-
cional de la Cooperación» (DSCR, 8 de agostos de 1946, p. 306) donde se 
propuso que «la ley orgánica de cooperativas deberá comprender todos los 
tipos de cooperación» (Resoluciones del 2.º Congreso de la Cooperación 
citado por el Informe de la Comisión de Legislación y Códigos del Senado, 
DSCS, 18 de diciembre de 1944, p. 504). 

En cuarto lugar, se trata de una norma «imprecisa», en la medida que 
fue pensada para la promoción de las cooperativas aunque de su análisis 
se concluye que las herramientas de control (fijación de preferencias, par-
tes sociales y destino de las utilidades) son más importantes que los esca-
sos instrumentos de promoción (autorización para emitir obligaciones y 
condiciones especiales de créditos del BROU, exoneraciones transitorias 
y protección del nombre).5 A juicio del Informe de la Comisión de la Cá-
mara de Representantes, entre los aspectos pendientes estaba la «creación 
de un organismo nacional de coordinación y estímulo de las Cooperativas» 
(DSCR, 8 de agosto de 1946, p. 306). En este mismo sentido, se puede se-
ñalar que, mientras la Ley 10.008 preveía una institucionalidad especiali-
zada para las cooperativas agrarias, la Ley 10.761 establece que las socie-

4  El batllismo refiere al liderazgo político de José Batlle y Ordóñez (1856-1929), presidente 
del Uruguay (1903-1907 y 1911-1915) y dirigente del Partido Colorado.

5  Ver al respecto Martí (2022a).
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dades cooperativas tendrán el mismo sistema de registro y contralor que 
el resto de las empresas: «La Inspección General de Hacienda tendrá a su 
cargo el control de estas sociedades. Sólo podrán funcionar una vez apro-
bados los estatutos por el Poder Ejecutivo e inscriptos en el Registro Pú-
blico de Comercio» (Artículo 9.º de la Ley 10.761).

2.3.  El reconocimiento legal específico pero defectuoso (1966-1984)

La tercera etapa se identifica con el reconocimiento legal específico de 
las cooperativas de trabajo asociado a través de la Ley 13.481, pero se argu-
mentará que será un reconocimiento que presenta varios defectos. 

Para comprender este reconocimiento es necesario tener en cuenta al-
gunos antecedentes contextuales. El primero refiere a la aprobación por 
parte de la OIT de la Recomendación N.º 127 en 1966. Esta Recomenda-
ción 127 estaba dirigida a los países en desarrollo y se concebía al Estado 
como «un impulsor directo de las cooperativas, tutor, protector, interven-
tor, con facultades para aprobar su constitución y decretar su cierre» (Gu-
tiérrez, 2023, p. 93). 

El segundo antecedente, refiere a la creación de la Federación de 
Cooperativas de Producción del Uruguay (FCPU) en 1962. La fundación 
se realizó en la Unidad Cooperaria N.º 1 de Cololó el 15 de diciembre de 
1962. En la asamblea constitutiva se aprobaron los estatutos de la FCPU 
que iban bastante más allá de los de una simple agrupación gremial. Los 
estatutos plantean objetivos en distintos niveles: para el ser humano («la li-
beración del hombre», para las cooperativas («Atender especialmente los 
problemas económicos y sociales de las cooperativas») y para la sociedad 
en general («Lograr la sustitución del régimen de empresas privada y com-
petitiva por el de cooperación organizada») (Estatutos de la Federación de 
Cooperativa de Producción, 15/12/1962). La cercanía de la FCPU con las 
reivindicaciones de los sectores trabajadores se reflejó en la activa participa-
ción que tuvo en el Congreso del Pueblo. Este fue convocado por la cen-
tral sindical en agosto de 1965 para estudiar un «programa de soluciones 
a la crisis que vive el país» y reunió a trabajadores, estudiantes, pequeños 
productores rurales, cooperativistas, etc. El estrecho lazo entre el coope-
rativismo de trabajo y el sindicalismo se puede apreciar también en la si-
guiente declaración publicada en el boletín oficial de la FCPU: 

Nuestra perspectiva es obrera en todos los casos, Nuestro movimiento 
cooperativo se nutre de obreros, y cuando estos provienen del sector sindical, 
cosa muy frecuente, se incorporan a las actividades con verdadero entusiasmo 
en la defensa del cooperativismo. Nosotros valoramos por encima de todo el 
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trabajo, ese mismo trabajo que tan frecuentemente deben defender los obre-
ros, de sus ocasionales patronos. Pues así es donde creemos que debemos ser 
incondicionales, apoyando en primera instancia a los trabajadores que de-
fienden su jornal y su trabajo, y luego a la organización, si consideramos que 
ha actuado en defensa de los intereses de los mismos. (Mauro Perdomo, Se-
cretaría de Educación y Difusión de la FCPU, en Acción cooperativa, agosto 
de 1964, Año I, N.º 2, p. 8).

En este contexto de movilización social, se aprobó en 1966 la 
Ley 13.481 de Exoneraciones Tributarias que reconocía la especificidad de 
las cooperativas de producción y las exoneraba de tributos. Hasta el mo-
mento, los integrantes de las cooperativas de producción se veían obligados 
a aportar a la previsión social como trabajadores y como patrones. Esta ley 
exoneró del aporte jubilatorio patronal, y otros impuestos, a las cooperativas 
de producción, siempre y cuando cumplieran con determinados requisitos. 
El proyecto presentado por el diputado demócrata cristiano Américo Plá Ro-
dríguez, contó con la activa participación de la FCPU y el asesoramiento del 
prestigioso laboralista Héctor Hugo Barbagelata. La intención del proyecto 
era resolver algunos problemas generados por la Ley 12.802 de 1960 que es-
tablecía normas de ordenamiento financiero.6 El Art. 134.º de dicha ley exo-
neraba de impuestos a organizaciones religiosas, clubes deportivos y partidos 
políticos, pero nada decía de las cooperativas. El proyecto se proponía incluir 
a las cooperativas como instituciones de progreso social. Durante el debate 
parlamentario, la gran preocupación manifestada por varios diputados es evi-
tar la mala utilización o fraude cooperativo aprovechando las facilidades que 
el proyecto otorgaba a las cooperativas. Aspecto que el proyecto había que-
rido prevenir introduciendo una serie de requisitos para evitar que la coope-
rativa se convirtiera en un instrumento de intermediación laboral. Es por ello 
que el Art. 1.º establecía que «Las cooperativas de producción quedan exo-
neradas de todo tributo nacional, así como del aporte jubilatorio patronal, 
siempre que se llenen los siguientes requisitos», y proponía 

a)	T ener vigente la personería jurídica cooperativa de acuerdo a la 
Ley 10.761 de 1946.

b)	 Que los medios de producción integren el patrimonio social de la 
cooperativa.

c)	 Que el número de trabajadores no sea inferior a seis.
d)	 Que el número de trabajadores no socios no sea superior al 25%.

6  Héctor Hugo Barbagelata (Montevideo, 1923-2014), Abogado por la Universidad de la 
República (Uruguay) y Doctor por la Université de Paris-Sorbonne (Francia). Catedrático de 
Derecho Laboral en la Facultad de Derecho de la Universidad de la República.



Políticas públicas para las cooperativas de trabajo en Uruguay

https://doi.org/10.1387/gizaekoa.24687� 69

La aprobación de la Ley 13.481 permitió que se cumpliera con la in-
tención de fomento a las cooperativas a través de la exoneración de im-
puestos y aportes patronales. Aunque para hacerlos efectivos las coope-
rativas debían poseer la propiedad de los medios de producción. En la 
discusión parlamentaria, el Dr. Américo Pla Rodríguez, aclaraba que «esta 
iniciativa vino, en su parte casi total, de la propia Federación de Coopera-
tivas, y ella misma se autoexigía esta condición como medio para gozar de 
la exoneración impositiva» (DSCR, 1 de abril de 1965, p. 255).

También se establecían para los trabajadores de las cooperativas las 
mismas condiciones que para los trabajadores asalariados. La propuesta de 
asimilación de los socios cooperativos a trabajadores asalariados, surgía de 
la FCPU. Tanto se los asimilaba que la ley dispuso que, las normas de pro-
tección de la legislación laboral y de previsión social, se aplicaran a todos 
los trabajadores que prestasen servicios en las cooperativas, cualquiera sea 
su calidad, excepto que los socios cooperativistas no tienen derecho a in-
demnización por despido (Art. 4.º). Incluso se estableció que los trabaja-
dores, sean socios o no, debían ser remunerados de acuerdo al laudo de la 
respectiva actividad.

Con el Golpe de Estado de junio de 1973 y la instalación de la dic-
tadura militar (1973-1984) las cooperativas de trabajo, al igual que otras 
organizaciones sociales, sufrieron la persecución política e ideológica y el 
encarcelamiento de sus dirigentes. Sin embargo, en algunos casos, la dicta-
dura utilizó la figura de las cooperativas para llevar adelante su estrategia de 
privatización de empresas públicas.7

2.4.  Las cooperativas y las MIPYMES (1985-2001)

En esta cuarta etapa las cooperativas de trabajo fueron asimiladas a las 
micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES) producto del accionar 
de la Dirección Nacional de Fomento Cooperativo (DNFC). 

La salida de la dictadura significó un proceso de reconfiguración de 
las relaciones entre el Estado y la sociedad civil, fuertemente marcado por 
la experiencia de la Concertación Nacional Programática (CONAPRO).8 
La CONAPRO contó con la participación de representantes de todos los 
partidos políticos y diversas organizaciones sociales, incluido el coopera-

7  Para profundizar en el tema ver Martí (2019a).
8 L a CONAPRO fue el ámbito creado a la salida de la dictadura entre partidos políticos, 

fuerzas sociales y empresariales donde se formularon y acordaron propuestas de soluciones a ser 
puestas en práctica a partir del 1.º de marzo de 1985.
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tivismo que estaba en pleno proceso de integración a partir de la consti-
tución de la Mesa Nacional Intercooperativa (MNI) en 1984. Un resul-
tado indirecto de la participación cooperativa en la CONAPRO fue la 
transformación de las políticas públicas hacia el cooperativismo. Esto se 
vio reflejado en la creación de la Dirección Nacional de Fomento Coope-
rativo (DNFC) en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad So-
cial (MTSS).9 Por resolución del 4 de marzo de 1985 se creó una Secre-
taría de Fomento Cooperativo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Posteriormente, el Art. 484.º de la Ley 15.809 de Presupuesto de 
1986 creó la Dirección Nacional de Fomento Cooperativo (Poder Legis-
lativo, Ley de Presupuesto N.º 15.809, art. 484). Se trataba de la primera 
unidad ejecutora con potestad de injerencia en el desarrollo de actividades 
en el sector y con un presupuesto asignado para llevarlas adelante (Martí, 
Soria y Dabezies, 2008). La DNFC se organizó en dos grandes áreas: pro-
moción cooperativa y capacitación y estaba conformada por funcionarios 
del MTSS y personas contratadas a través de convenios con el Instituto de 
Cooperación Iberoamericana (ICI) o con el Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID).

Entre las actividades más importantes de la DNFC estuvo la realiza-
ción del Primer Relevamiento Nacional de Entidades Cooperativas (Erran-
donea y Supervielle, 1992). Además se hicieron una gran cantidad de acti-
vidades de promoción y capacitación con las cooperativas de producción 
que eran vistas como las más débiles. El trabajo con las cooperativas de 
producción estuvo enmarcado en las políticas hacia las micro, pequeñas 
y medianas empresas (MIPYMES), sector en el que MTSS ya tenía expe-
riencia y contó además con un proyecto del Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID) que financiaba la asistencia técnica a las MIPYMES. Las 
acciones de asistencia técnica y capacitación también contaron con la parti-
cipación de instituciones privadas que tenían experiencia en el trabajo con 
este tipo de empresas, en particular el Instituto de Promoción Económico 
Social del Uruguay (IPRU) y la Fundación Uruguaya de Cooperación y 
Desarrollo Solidarios (FUNDASOL). 

En marzo de 1990 asumió un nuevo gobierno que suprimió lo que 
quedaba de la DNFC que era el Programa de «Promoción de Empresas 
Asociativas y Cooperativas de Trabajadores» (Art. 316.º de la Ley 16.320 
de Rendición de Cuentas de 1992) y el presupuesto, los recursos mate-
riales y humanos fueron transferidos al Programa de «Estudio, Investiga-
ción, Fomento y Coordinación de Políticas Activas de Empleo y Forma-
ción Profesional» (Poder Legislativo, Ley de rendición de cuentas (1992), 

9 L a actuación de la DNFC es analizada con mayor profundidad en Martí (2021).
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N.º 16.320, Art. N.º 318). Para el gobierno de la época, las cooperativas 
de producción no eran más que otra forma de micro y pequeñas empresas 
y la razón de apoyarlas estribaba más en su tamaño que en su forma jurí-
dica o lógica económica. En ese sentido, la Ley 16.170 de Presupuesto de 
1991 creó la «Dirección Nacional de Artesanías y Pequeñas y Medianas 
Empresas» (DINAPYME) en el Ministerio de Industria Energía y Mine-
ría (MIEM) con el «cometido de planificar, coordinar y realizar actividades 
de promoción y fomento a nivel nacional e internacional de la producción 
resultante del desarrollo de las artesanías y de las pequeñas y medianas em-
presas nacionales» (Poder Legislativo, Ley de rendición de cuentas (1992), 
N.º 16.320, Art. N.º 305). 

A esta confusión de las cooperativas con las MIPYMES se va a agregar 
el desconocimiento del Banco de Previsión Social (BPS) hacia las coopera-
tivas. El BPS en tanto ente recaudador de la previsión social ponía trabas a 
las cooperativas para exonerarla de los aportes patronales tal como se estable-
cía en la Ley 13.481 de 1966. Ejemplo de este desconocimiento es el caso de 
la Barraca cooperativa Sergio Zeballos. La cooperativa había surgido en 1993 
a partir del quiebre de la empresa. Los trabajadores, antes que pedir el em-
bargo para ir a remate, prefirieron continuar con la actividad como coopera-
tiva de producción (Guerra, 1997). Sin embargo, el BPS no la consideraba 
una cooperativa de producción por no cumplir con el requisito de ser la pro-
pietaria de los medios de producción y exigía el pago de los aportes patrona-
les, situación que volvía inviable la cooperativa. La situación de la Barraca 
Cooperativa Sergio Zeballos, conjuntamente con otras cooperativas a las que 
el BPS se les exigía que «demostraran que eran cooperativa» impulsó el cam-
bio en la legislación que se procesó en el siguiente período.

2.5. � La R. 193 y las anticipaciones a la Ley General de Cooperativas (2002-2007)

En esta etapa se aprueban dos nuevas leyes que luego se integrarían a 
la Ley 18.407 General de cooperativas. Para esto confluyen tres elemen-
tos. En primer lugar, la aprobación de la Recomendación 193 de la OIT 
en 2002; en segundo lugar, el escenario de crisis económica y social que 
vive el país a partir de 2002; y, por último, la presión del movimiento 
cooperativo por la actualización legislativa. Es en este contexto que el par-
lamento uruguayo aprobó una actualización del marco legal de las coope-
rativas de trabajo para responder a algunos problemas urgentes de política 
pública: la Ley 17.794 de Cooperativas de producción o trabajo asociado 
(2004) y la Ley 17.978 de Cooperativas sociales (2006). 

Vistas las dificultades que experimentaban las cooperativas con el BPS, 
se propuso en el año 2000 un proyecto de actualización elaborado por la 
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FCPU. El asesor legal de la federación explicaba cuáles eran los objetivos 
perseguidos por el proyecto: 

A lo que poníamos más énfasis era a sacar la idea de que la única coope-
rativa de trabajo tenía que seguir los tópicos de un taller, de una entidad fa-
bril. …El hincapié estaba puesto en ampliar la definición de cooperativa, … 
[y que] las cooperativas de servicios eran tan cooperativas como la tradicional 
cooperativa de trabajadores. A la vez… que hubiera una puerta cerrada a la 
intermediación laboral que eso sí sería un fraude al espíritu de la cooperativa. 
(Entrevista Asesor jurídico de la FCPU, 23 de setiembre de 2014).

El proyecto fue debatido en el Parlamento, pero a pesar de obtener un 
amplio respaldo en ambas cámaras para su aprobación, recibió el veto del 
Poder Ejecutivo. Luego de una compleja negociación entre las coopera-
tivas, los distintos sectores parlamentarios y el equipo económico del Po-
der Ejecutivo, se llegó a un acuerdo para la presentación de un proyecto 
alternativo que fue aprobado por unanimidad de la Asamblea General. 
La Ley 17.794 de Cooperativas de producción o trabajo asociado, de ape-
nas ocho artículos, significaba un importante avance en el reconocimiento 
legislativo de las cooperativas de trabajo asociado. En primer lugar, de-
finía como «cooperativas de producción o trabajo asociado las que... tie-
nen por objeto proporcionar a sus asociados puestos de trabajo mediante 
su esfuerzo personal y directo, a través de una organización conjunta des-
tinada a producir bienes o servicios para terceros, en cualquier sector de la 
actividad económica» (Art. 1.º). Con esto eliminaba el requisito de que la 
cooperativa fuera la propietaria de los medios de producción. Otra nove-
dad era el Art. 6.º que, en caso de quiebra de la empresa, le confería al juez 
la potestad de otorgar el uso de la infraestructura de la empresa anterior a 
la cooperativa que creasen los trabajadores. Asimismo, sabiendo que la falta 
de capital inicial era un problema para las cooperativas la ley establecía que 
los trabajadores podían solicitar al BPS el pago al contado y por adelantado 
del subsidio por desempleo para destinarlo como aportes al capital social 
de la cooperativa (Faedo, 2004). 

El 1.º de marzo de 2005 asumió el gobierno el Frente Amplio, coali-
ción de izquierda que llegaba al gobierno por primera vez en el marco de 
una profunda crisis económica y social. Esta crítica coyuntura hacía que el 
cambio de gobierno se viviera como una oportunidad para renovar las ex-
pectativas en el Estado y las políticas públicas. El movimiento cooperativo, 
a través de su confederación, propuso al nuevo gobierno una serie de ini-
ciativas entre las que se encontraba la creación de cooperativas sociales para 
hacer frente a la situación de exclusión económica y social de vastos secto-
res de la sociedad producto del desempleo y el subempleo. Es así que el go-
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bierno presentó un proyecto de ley con el doble propósito de ser «instru-
mento para la generación de puestos de trabajo que habiliten la inclusión 
de los sectores más desfavorecidos de la sociedad» y que «las cooperativas 
sociales se constituyan en espacios de ejercicio de prácticas de democra-
cia plural, participativa y solidaria» (Mensaje del Poder Ejecutivo, 2006). 
Con la promoción de esta forma cooperativa se buscaba proporcionar a 
sus miembros un puesto de trabajo para el desarrollo de distintas activida-
des, con el fin de lograr la inserción social y laboral de los jefes de hogares 
pertenecientes a sectores con necesidades básicas insatisfechas, jóvenes, dis-
capacitados, minorías étnicas y todo grupo en situación de extrema vulne-
rabilidad social (Art. 1.º de la Ley N.º 17.978). Esta políticas de generar 
fuentes de trabajo para los sectores desempleados a partir de cooperativas 
y otros emprendimientos productivos se utilizó también en otros países d 
de la región como Argentina (Vitali Bernardi y Oulhaj, 2021) o Brasil (de 
Sant´Ana y Metello, 2016).

Al igual que lo sucedido con la Ley 17.794 de Cooperativas de produc-
ción, la Ley 18.407 General de Cooperativas incluyó en el Capítulo IX las 
disposiciones contenidas en la Ley 17.978 de Cooperativas sociales, por lo 
que es posible afirmar que ambos casos se tratan de anticipaciones a la ley 
general.

2.6. � La creación del INACOOP y las políticas públicas específicas (2008-2022)

La última etapa está marcada por la aprobación de la Ley 18.407 Ge-
neral de cooperativas. Con la Ley 18.407 se produce una armonización del 
marco normativo y la incorporación de nuevas figuras jurídicas, así como 
la unificación (relativa) de institucionalidad, lo que permite un rápido cre-
cimiento del número de cooperativas de trabajo asociado.

La nueva ley contó con el firme impulso del movimiento cooperativo 
y el apoyo del gobierno y la aprobación por unanimidad del Parlamento. 
Significó la armonización del marco normativo e incorporación de nue-
vas figuras jurídicas cooperativas y la unificación de la institucionalidad 
pública. A partir de la Ley 18.407 se creó el INACOOP, encargado de la 
promoción de las cooperativas. En tanto el registro de las cooperativas que-
daba a cargo de la Dirección General de Registros y la fiscalización en la 
Auditoría Interna de la Nación (AIN). 

El INACOOP fue creado como un instituto público de derecho pri-
vado cuya dirección tiene una integración mixta con representantes pro-
puestos por el Poder Ejecutivo y otros por el movimiento cooperativo. Tal 
vez, lo más interesante en el marco de este trabajo es señalar las caracterís-
ticas de los nuevos instrumentos de política pública: la participación del 
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movimiento tanto en la ejecución compartida como en el financiamiento, 
así como los instrumentos y herramientas específicas para el cooperati-
vismo. En primer lugar, los distintos programas mantienen la lógica de la 
dirección del instituto en cuanto a la participación del movimiento. En 
los programas desarrollados por el INACOOP el cooperativismo es el so-
cio estratégico ya sea a través de la confederación o de las federaciones en 
cada uno de los sectores cooperativos. En segundo lugar, el financiamiento 
de los programas también es compartido y proveniente de distintas fuen-
tes. Los recursos provienen del propio del movimiento a través de un pa-
ratributo llamado «prestación coactiva» y aportes de contrapartidas del go-
bierno por el aporte de rentas generales y de fondos especiales que lograron 
movilizarse para las políticas públicas. Igualmente, en la ejecución de los 
programas los servicios son brindados por organismos públicos y otras or-
ganizaciones de la sociedad civil. Finalmente, los instrumentos y herra-
mientas están especialmente diseñados para atender las necesidades espe-
cíficas de las cooperativas (Martí, 2022b). Tanto los cambios normativos 
como las políticas de promoción están en la base del rápido aumento de las 
cooperativas que pasaron de 1.118 en 2008 a 3.684 en 2020. Las que más 
aumentaron fueron las cooperativas de vivienda, de trabajo y sociales. Inte-
resa para nuestro estrudio señalar que en 2008 las cooperativas de trabajo 
eran 257 y las sociales 95 y para 2020 se contabilizaban 914 cooperativas 
de trabajo y 331 cooperativas sociales (Martí, 2022b: 385). 

3.  A modo de síntesis y conclusión

En función del análisis realizado se sostiene la existencia de seis grandes 
etapas para las políticas públicas hacia las cooperativas de trabajo asociado. 
La primera etapa abarca desde los orígenes de las cooperativas de trabajo 
hasta 1945. Se analizan los orígenes de las cooperativas de trabajo asociado 
en el siglo xix y cómo son tratadas las cooperativas en lo antecedentes le-
gislativos, fundamentalmente con la aprobación de la Ley 9.526 (1935) 
y la Ley 14.008 (1941). La segunda etapa, se caracteriza por el reconoci-
miento legal reactivo, tardío e impreciso (1946-1965). En este período se 
analiza la aprobación de la Ley 10.761 de Sociedades cooperativas (1946) 
y su decreto reglamentario (5/3/1948), haciéndose énfasis en los instru-
mentos de promoción y de control, así como la institucionalidad especí-
fica. La tercera etapa se identifica con el reconocimiento legal específico 
pero defectuoso (1966-1984). Para ello se analiza la creación de la Fede-
ración de Cooperativas de Producción del Uruguay (FCPU) en 1962 y su 
participación en Congreso del Pueblo (1965), así como la influencia en la 
aprobación de la Ley N.º 13.481 de exoneraciones tributarias (1966). En 
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la cuarta etapa, se sostiene que las cooperativas de trabajo fueron asimila-
das a las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES) (1985-2001). 
El accionar de la Dirección Nacional de Fomento Cooperativo (DNFC) 
(1985-1990) estuvo impregnado por las políticas para las MIPYMES de-
sarrollada en la época. En la quinta etapa se asiste a las anticipaciones de 
la Ley General de cooperativas (2002-2007). En un contexto de reclamo 
del movimiento cooperativo por una ley general de cooperativas y luego 
de la aprobación de la Recomendación 193 de la OIT, el parlamento uru-
guayo aprueba una actualización del marco legal de las cooperativas de tra-
bajo para responder a algunos problemas urgentes de política pública: la 
Ley 17.794 de Cooperativas de producción o trabajo asociado (2004) y la 
Ley 17.978 de Cooperativas sociales (2006). Por último, la sexta etapa va 
desde la aprobación de la Ley General de cooperativas al presente (2008-
2022). Con la Ley 18.407 se produce una armonización del marco norma-
tivo y la incorporación de nuevas figuras jurídicas, así como la unificación 
(relativa) de institucionalidad, lo que permite un rápido crecimiento del 
número de cooperativas de trabajo asociado. Además, es la primera vez que 
se despliegan políticas públicas específicas para las cooperativas de trabajo 
con la participación del movimiento y el financiamiento compartido.

Como conclusiones de estudio se propone que existen importantes di-
ferencias en el tratamiento de las políticas públicas para las cooperativas de 
trabajo y otro tipo de cooperativas, especialmente las agrarias. También 
se señala que, a lo largo de la historia, siempre estuvo presente la preocu-
pación por la mala utilización de las cooperativas estableciéndose fuertes 
herramientas de control y más escasas medidas de promoción. Las herra-
mientas de promoción estuvieron vinculadas a la exoneración tributaria (a 
veces) y la reserva del nombre (con reservas). En tanto, los instrumentos 
de control fueron más y más variados (requisitos que debían cumplir las 
cooperativas para la exoneración, destino de excedentes, control equipa-
rado con MIPYMES, topes a las remuneraciones de acuerdo a la rama de 
actividad, etc.). 

Por otra parte, las políticas públicas tuvieron problemas para recono-
cer la especificidad de las cooperativas de trabajo. En algún período, en las 
políticas públicas primó la visión del cooperativista asimilado a un traba-
jador asalariado, fijándose incluso la aplicación de la normativa laboral de 
un trabajador asalariado y en otros se asimiló a las cooperativas a las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas. En síntesis, se puede ver que las polí-
ticas públicas escasamente tuvieron en cuenta la identidad específica de las 
cooperativas de trabajo asociado para la concepción de las políticas públi-
cas. Recién a partir de la creación del INACOOP en 2008 y su particular 
figura institucional se pueden observar políticas públicas pensadas para y 
por las cooperativas específicamente. 



Juan Pablo Martí

76� GIZAEKOA - Revista Vasca de Economía Social  20 (2023),  59-78

Finalmente, a partir del relato histórico, es posible observar que los avan-
ces producidos en las políticas públicas se relacionan con la movilización del 
movimiento cooperativo. Es en los momentos de mejor y mayor organización 
del movimiento cooperativo, ya sea a partir de la federación de cooperativas de 
producción o de la confederación que se producen los principales avances.
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